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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 123 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA POR LOS 

DIPUTADOS MARIO ARIEL JUÁREZ RODRÍGUEZ (MORENA) Y VIRGILIO DANTE CABALLERO 

PEDRAZA (MORENA). 

Los suscritos, integrantes de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario de Morena, 

con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como en los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a consideración del pleno de 

esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 123 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de salarios mínimos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Históricamente el salario ha representado un componente fundamental del desarrollo económico y del bienestar 

social. Es el único medio con el que cuentan millones de mexicanos para cubrir sus necesidades básicas y para 

aspirar a mejorar sus condiciones de vida. 

La primera vez que se abordó el tema del salario mínimo en México, fue en 1906 dentro del programa del Partido 

Liberal Mexicano, organización que en ese entonces era presidida por Ricardo Flores Magón; el documento 

proponía un ingreso mínimo que garantizara vida digna y decorosa a todos los trabajadores del país e incluso lo 

tasó en un peso plata, es decir, una onza de plata que sería equivalente a 400 pesos actuales. 

Lo anterior nos refiere con claridad al espíritu que se retomó para el texto constitucional de 1917, la preocupación 

activa por mejorar el nivel de vida marcado por el poder adquisitivo real del salario; fue en ese mismo 

constituyente donde frente a la trascendencia de esta incorporación de derechos se estableció en el artículo 123, 

Apartado A, fracción VI: 

Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer las necesidades normales de un jefe de 

familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a la educación obligatoria de los hijos. Los salarios 

mínimos profesionales se fijarán considerando, además, las condiciones de las distintas actividades económicas. 

Según la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el salario mínimo es la suma mínima que deberá pagarse al 

trabajador, que no puede ser disminuida, ni por acuerdo individual ni colectivo, que está garantizada por la ley y 

puede fijarse para cubrir las necesidades mínimas del trabajador y de su familia, teniendo en consideración las 

condiciones económicas y sociales de los países.
1
 

Esto no sólo es una materia de derecho constitucional sino una legítima aspiración de cualquier trabajador: acceder, 

mediante el empleo a un nivel de vida decoroso, holgado, digno, con expectativas de desarrollo personal, familiar y 

colectivo. Sin esas condiciones y sin aspiraciones, el trabajo y buena parte de la existencia pierden su razón 

profunda de ser. 

Otras normas internacionales han dimensionado este derecho, más allá del terreno laboral: La Declaración 

Universal de los Derechos Humanos (1948), artículo 23, numeral 3; la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre (1948), artículo XIV, y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

(1966) que reconoce también en su artículo 7, el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo 

equitativas y satisfactorias. Como otros, el derecho a un salario mínimo suficiente es un derecho humano. 
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Sin embargo, sabemos que en México, el salario mínimo nunca ha cubierto sus propósitos constitucionales, hemos 

visto la pérdida que año con año ha sufrido el poder adquisitivo de los salarios. Esto ha orillado a millones de 

trabajadores a buscar una forma de resarcir el quebranto. A partir de entonces han aumentado las jornadas dobles 

de trabajo, ha aumentado la informalidad y sin duda ha disminuido el nivel de vida de la población. 

Desde hace 30 años el crecimiento inflacionario ha sido más elevado que el aumento salarial; tan solo para 2013 el 

salario se elevó 3.9 por ciento esperando una inflación anual de 4.65 por ciento. Según cifras del Consejo Nacional 

de Evaluación de la política de Desarrollo Social (Coneval), desde marzo de 2005 hasta abril de 2013, la canasta 

básica ha aumentado un 70.5 por ciento en la zona urbana, pasando de 711.46 a mil 179 pesos. El salario mínimo 

por su parte sólo aumentó en ese mismo periodo 38.37 por ciento, pasando de 46.80 en 2005 a 64.76 pesos en 

2013. 

La gráfica siguiente muestra el comparativo del salario nominal (cantidad de dinero que recibes por realizar un 

trabajo determinado) y el salario real (poder de compra del salario nominal: cantidad de bienes y servicios que 

puedes adquirir). 

Es evidente la declinación y el desfase entre el aumento del salario mínimo y el poder adquisitivo. 

Según investigación del Centro de Análisis Multidisciplinario (CAM) de la UNAM de 1987 a la fecha, el precio de 

la canasta alimentaria recomendable (CAR) registra un incremento acumulado de 4 mil 773 por ciento, mientras el 

salario creció 940 por ciento, lo que significa que los alimentos han aumentado en una proporción de 4 a 1, en 

comparación con el incremento a los salarios mínimos
2
 . 

De acuerdo a la investigación del CAM el incremento al salario mínimo promulgado por la Comisión Nacional de 

los Salarios Mínimos (Conasami) a principios de año, son rebasados por la inflación en los primeros cuatro meses, 

por lo que el resto se acumula a la pérdida histórica de poder adquisitivo. Esta misma situación se ha repetido cada 

año desde al menos 1987 en que el salario presentó aumentos nominales menores al de los precios de los alimentos 

por lo que la pérdida acumulada del poder adquisitivo es ahora de 78.66 por ciento. 

Podemos también observar en la siguiente gráfica que la mayoría de los trabajadores asalariados reciben solamente 

de uno a tres salarios mínimos: 

PEA por nivel de ingresos 
3
 

No recibe ingresos: 3 millones 635 mil 1 

Hasta 1 salario mínimo: 6 millones 462 mil 570 

De más de 1 a 3 salarios mínimos: 11 millones 993 mil 650 

De más de 3 a 5 salarios mínimos: 11 millones 99 mil 611 

Más de 5 salarios mínimos: 7 millones 351 mil 432 

No especificado: 3 millones 391 mil 526 

Total: 49 millones 305 mil 839 

Es evidente además, que el tema tiene que ver con la formalización del trabajo. Según el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía (Inegi), los resultados de su Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo ENOE
4
 indican 
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que en el primer trimestre de 2015, todas las modalidades de empleo informal sumaron 28.7 millones de personas y 

representó 57.6 por ciento de la población ocupada. 

El salario mínimo en México resulta un caso atípico en el contexto global. Según la Comisión Económica para 

América Latina (Cepal), otras economías similares a la nuestra como Argentina, Brasil, Chile y Colombia elevaron 

sus salarios base de 2002 a 2011, superando entre dos y tres veces el nivel de subsistencia. En ningún caso, la 

recuperación salarial condujo a una situación de inflación o desempleo; al contrario, la igualdad del ingreso mejoró 

significativamente y, aunada a otras políticas redistributivas y de fomento económico, permitió elevar el bienestar 

de las personas. Según la Cepal, el fortalecimiento del salario mínimo ha contribuido al descenso en la desigualdad 

del ingreso en Argentina, Brasil y Uruguay; esto ha tenido lugar conjuntamente con crecimiento del empleo y 

procesos de formalización laboral
5
 . 

También la Cepal detalla que México es el único país de América Latina en que la pobreza aumentó y en donde el 

salario real mantiene a los trabajadores en un estado permanente de pobreza y no alcanza para cubrir las 

necesidades básicas de la persona. En Paridad de Poder Adquisitivo (PPA), el salario mexicano es dos veces menor 

que el salario mínimo en Brasil, El Salvador, Perú, Honduras, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela. 

El informe de medición de pobreza en México de 2014 del Coneval estima el número de mexicanos en pobreza en 

55 millones 341 mil 600 y de ellos, 11 millones 442 mil 300 en pobreza extrema. 

Datos duros como los anteriores, basados en cifras oficiales son contundentes. Enfrentar esta realidad es un asunto 

de decisión política para construir acuerdos y atender con urgencia y pertinencia. De nada sirven las reformas si no 

se traducen en medidas que ayuden a poner un piso más parejo y combatir la desigualdad. Se necesita tomar 

decisiones y entrar al fondo del debate; se necesita alcanzar un acuerdo nacional. 

El incremento de los salarios sólo es sostenible mediante el incremento de la productividad, pero la caída 

estrepitosa de los salarios no es producto de la caída en la productividad sino de políticas específicas. Ya se ha 

mencionado que la recuperación de los salarios en América Latina no ha dado como resultado ninguno de estas 

tendencias negativas. Tampoco se puede ligar la productividad al salario: ésta no ha caído setenta por ciento como 

el salario y aunque ha habido incrementos magros en la economía, esto no ha servido para mejorar el ingreso de los 

trabajadores. 

De acuerdo con datos de la Organización Internacional del Trabajo y de la Cepal la productividad laboral de 

México tiene un crecimiento modesto durante los últimos 15 años que, sin embargo, es de las más altas en América 

Latina y contrasta con el salario mínimo más bajo. La productividad laboral de nuestro país se compara con la de 

Chile, por ejemplo, pero el salario mínimo sólo es comparable con Nicaragua y Bolivia. Un ejemplo es el caso 

chileno, donde en 2013 su productividad suma 20 mil dólares y su salario mínimo es de 366 dólares, mientras que 

México, con una productividad similar tiene un salario mínimo de 120 dólares. 

Un aumento del salario mínimo como proporción de la mediana del salario está asociado con un aumento de largo 

plazo en la productividad del trabajo y en la productividad total de los factores. Hay dos posibles razones de este 

efecto positivo en la productividad. Una es la sustitución de trabajo no calificado por trabajo calificado y la 

segunda es que los empleadores hagan ajustes que aumenten la productividad, tales como inversiones en 

entrenamiento o en nuevas tecnologías, en respuesta a los mayores costos asociados al aumento del salario mínimo. 

Ligado a la productividad de las empresas, tenemos el reparto de utilidades como derecho constitucional de los 

trabajadores a participar en las ganancias que obtiene una empresa o patrón por la actividad productiva o los 

servicios que ofrece en el mercado de acuerdo a su declaración fiscal. Actualmente un 10 por ciento de estas 

ganancias por obligación tiene que ir a los trabajadores, derecho plasmado en la Ley Federal del Trabajo (LFT) 

artículo 117 y 523, fracción VIII. Aquí también los datos duros no favorecen a los trabajadores. 
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De 33.5 millones de trabajadores subordinados y remunerados que hubo en 2014, 5.44 millones, es decir, 16.2 por 

ciento, reportó haber recibido la totalidad de las prestaciones que la ley obliga a los patrones, es decir, el pago de 

aguinaldo, vacaciones y reparto de utilidades, por parte de la empresa, según muestra la Encuesta Nacional de 

Ocupación y Empleo, elaborada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi, cuarto trimestre de 

2014). 

El reparto de utilidades se ha convertido en una práctica de simulación y fraude. Es un derecho que prácticamente 

está en extinción en diversos sectores del país, como el comercio y servicios, donde tiendas de autoservicio, 

departamentales y de conveniencia, prácticamente han nulificado esta prestación. En tanto, en el sector 

manufacturero ha descendido al mínimo el número de trabajadores que reciben este reparto, así como el monto de 

éste. 

De diciembre de 2012 al mismo mes de 2013, al menos 2 mil 500 empresas del país modificaron su esquema de 

contratación, afectando el reparto de utilidades de cerca de cuatro millones de trabajadores asalariados, según un 

estudio sobre la situación laboral de los mexicanos realizado por el Centro de Análisis Multidisciplinario del 

Instituto de Investigaciones Económicas de la UNAM, como consecuencia de la reforma laboral que entró en vigor 

en diciembre de 2013, entre los que destaca otorgar contratos por tiempo determinado, temporada y capacitación 

inicial. 

La regulación de este derecho tiene muchos huecos, que algunos patrones aprovechan para tratar de evitar el pago 

de utilidades. Muchos contratan a sus trabajadores por honorarios, para no tener que darles prestaciones; otros, 

como empresas más grandes y sofisticadas, crean subsidiarias de servicio cuyo único fin es administrar la nómina. 

Dichas empresas no perciben utilidades. 

Algunos optan por contratar su personal utilizando los servicios de una empresa outsourcing de recursos humanos. 

En este caso, el trabajador tiene derecho a una parte de las utilidades de la empresa outsourcing, pero no de las 

generadas por aquella en donde está trabajando. 

Finalmente, como son utilidades “fiscales”, en ciertas industrias hay mecanismos legales a través de los cuales se 

puede evitar o disminuir al máximo dicha utilidad, por ejemplo, haciendo inversiones en capital de trabajo o ciertas 

provisiones contables para ello. 

Se calcula que dos tercios de los empleadores retienen estos recursos, negándose a entregarlos a los trabajadores 

que establece la Ley. Se trata de miles de millones de pesos que no llegan al bolsillo de los trabajadores: una parte 

suele repartirse bajo la modalidad de bonos a los altos ejecutivos, otra se suma a los dividendos que se entregan a 

los accionistas. En el caso de las empresas trasnacionales regresan junto con el resto de las utilidades a la matriz. 

El instrumento más común que se usa hoy es la tercerización u outsourcing y en especial las llamadas empresas de 

servicios que subcontratan a la totalidad del personal, a pesar de estar prohibido por la Ley Federal del Trabajo 

(LFT). Las llamadas empresas de servicio son un invento de despachos de abogados con la principal finalidad de 

omitir el pago del reparto de utilidades, afectando también al fisco y a las instituciones de seguridad social. 

Así, los trabajadores no son reconocidos como asalariados de la empresa real, sino de la ficticia, y si las utilidades 

se generan en la primera, en la segunda no hay prácticamente nada para repartir. 

El más reciente estudio del CAM sobre cumplimiento de la LFT señala que se ha incrementado por arriba de 60 

por ciento el número de asalariados que no recibe utilidades, además de que hay un 15 por ciento que no recibe lo 

correcto. 
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De esta forma, la prestación del pago de utilidades en México, es meramente simbólica, ya que no es relevante: en 

promedio, solo tres de cada 10 trabajadores lo reciben y, en su mayor parte, es solo por trámite y tiene relevancia 

nula en sus ingresos; éste es otro problema que queremos abordar también con esta iniciativa. 

Actualmente la institución que se ocupa de fijar los salarios mínimos es la Comisión Nacional de Salarios Mínimos 

(Conasami), integrada de manera tripartita por el gobierno, los patrones y los trabajadores; la pluralidad en la 

integración de la comisión aparentemente es justa y funcional, pero la realidad y los resultados en el incremento del 

salario demuestran lo contrario, según lo hemos demostrado anteriormente. 

La Conasami ha funcionado como un instrumento de política económica, no como una institución laboral. La 

política salarial que ha acompañado a las políticas neoliberales se ha caracterizado por mantener el objetivo 

económico de mantener la estabilidad monetaria, conteniendo la inflación. 

Fue creada ad hoc en el contexto de los pactos económicos y sociales firmados por el gobierno federal en la década 

de 1980, en el siglo pasado: el de Solidaridad Económica de 1987 y el de Estabilidad y Crecimiento Económico de 

1988. La crisis desatada en diciembre de 1994 sencillamente la dejó atrás: no hubo manera de mantener un 

esquema de mayor reducción a los salarios. Desde inicios de este Siglo, ha emitido resoluciones emparejando el 

salario mínimo con la inflación esperada, manteniendo al salario en un mismo nivel, sin caídas más abruptas: en 

parte, porque ya no queda espacio para mayores reducciones y porque se han mantenido deprimidos a los salarios 

por otras vías como ha sido la informalidad. De cualquier forma en casi tres lustros el salario se ha mantenido 

estancado en un nivel muy bajo. 

La fijación del salario no ha obedecido a cuestiones de necesidad o de estudio de las necesidades de la clase 

trabajadora para acceder a un salario suficiente. La práctica hasta ahora vigente ha sido atar el aumento salarial, 

con la inflación pronosticada por el gobierno; lo que en todas las ocasiones resulta menor a la inflación observada. 

Por estas razones, la determinación de los salarios mínimos no ha tenido fundamentos legales ni técnicos; ha sido 

una política discrecional, vertical y autoritaria. 

La Conasami ha tomado la vía del capitalismo excluyente, pues el deterioro de los ingresos de los trabajadores 

determina a su vez la reducción del mercado interno, en tanto en el modelo económico vigente y los ejes del 

crecimiento se encuentran en las exportaciones y la inversión extranjera. El gobierno definió a los bajos salarios 

como un atractivo más para atraer la inversión extranjera, qué mejor que mano de obra calificada a salarios de 

hambre, lo que a su vez genera una falsa y endeble competitividad internacional. 

El tripartismo con que fue diseñada esta comisión favorece al Ejecutivo, legitimando la política de contención 

salarial: la representación de los trabajadores, ostentada por el sindicalismo oficial puede avalar o no los 

incrementos, pero eso es intrascendente en tanto los patrones y el gobierno mantienen el dominio de dos de los tres 

sectores convocados en la comisión. Con ausencia de libertad y democracia sindicales en una comisión tripartita 

como lo es la Conasami, en realidad el gobierno define los salarios mínimos mediante decisiones verticales del 

presidente de la Republica. O sea, los salarios se fijan desde hace décadas por decreto. 

Lo anterior hace que la Conasami no tenga razón de existir ya que definir los salarios mínimos, que es su más 

importante función, está delegada al Consejo de Representantes quien está dirigido por el presidente de la comisión 

y éste es nombrado por el presidente de la Republica (artículo 551 de la LFT). Es pues el Titular del Ejecutivo, 

quien en realidad define los salarios mínimos. 

De acuerdo a la Cuenta de Hacienda Pública Federal, en 2015, la Conasami tuvo un presupuesto autorizado de 42 

millones 766 mil 547 pesos. El principal capítulo de gasto de la Conasami es el de servicios personales por 31 

millones 959 mil 944 (84.68 por ciento del total) y 10 millones 750 mil 3 pesos de gastos de operación. Podemos 
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encontrar en el mismo presupuesto que 29 millones 436 mil 741 pesos del presupuesto son etiquetados en estudios 

económicos para determinar el incremento al salario. 

También hay que recordar que de 2000 a 2016, sin considerar estudio alguno, el incremento al salario mínimo se 

fijó de acuerdo con la inflación prevista para el año siguiente, como ya se dijo, muy por debajo de la inflación real. 

El promedio de incremento salarial en este período fue de 2 pesos diarios, o sea 730 pesos de aumento anual. 

Todo esto, a pesar de que en 2015 se señaló que para la recuperación del salario mínimo en México se había 

realizado una propuesta
6
 entre los sectores interesados para que durante el 2015 el salario aumentara a 82.9 pesos 

para superar la línea de pobreza alimentaria. Después se proponía un aumento anual de 27.4 por ciento, durante 

2016 para quedar en 105.6 pesos y en 2017 llegar a 134.5 pesos, de modo que para terminar el sexenio, el salario 

mínimo llegara a 171.3, que se supone es el nivel que manda la Constitución. Sin embargo, esto no se cumplió. 

La demanda de los trabajadores en 2016 fue de aumentar el salario mínimo a 100 pesos y los empresarios a través 

de la Confederación Patronal de la República Mexicana (Coparmex) propuso un aumento porcentual por la línea de 

inflación en 2016 entre 4.0 y 4.5 por ciento y un aumento nominal por la línea de bienestar durante 2017 de forma 

tan rápida como lo permitiera la economía, de 13.02 a 13.28 pesos de tal forma que éste alcanzara los 89.35 pesos 

diarios, de acuerdo con la línea de bienestar establecida por el Coneval. Sin embargo, nada de esto se llevó a cabo. 

Uno de los principales argumentos para no otorgar a los salarios mínimos incrementos mayores, es que el salario 

mínimo fue tomado como referencia de muchas leyes (laborales, de seguridad social, fiscales, administrativas y de 

muchas otras índoles) como unidad de cálculo para el cumplimiento de obligaciones establecidas. Se argumentaba 

que su aumento impactaría en el cumplimiento de diversas obligaciones, créditos, derechos contribuciones, 

sanciones administrativas o penales, por lo que se señalaban que mantener el salario mínimo bajo era conveniente 

para la economía nacional y así evitar repercusiones en muchos ámbitos de la vida en México. 

Es por eso, que los trabajadores demandaron una reforma constitucional para desindexar el salario mínimo de 

cualquier unidad de cálculo para el cumplimiento de obligaciones o como unidad de referencia en la economía, de 

tal forma que el “concepto de salario mínimo se refiera única y exclusivamente a la remuneración mínima 

que debe percibir un trabajador”, siendo suficiente para la atención de sus necesidades básicas. 

La iniciativa fue votada en la Cámara de Diputados en diciembre de 2015 junto con un acuerdo de la Junta de 

Coordinación Política (Jucopo) por el cual se estableció la metodología para el análisis de iniciativas y minutas en 

materia de salario mínimo. 

El 27 de enero de 2016
7
 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el decreto por el que se declaran 

diversas disposiciones reformadas y adicionadas de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de desindexación del salario mínimo que crea la nueva Unidad de Medida y Actualización (UMA). 

El acuerdo de la Jucopo fue la creación de un Consejo Técnico con 4 diputados presidentes de las Comisiones de 

Hacienda, Trabajo, Competitividad y Seguridad Social, 16 integrantes de dependencias y entidades, instituciones, 

organismos, Senadores y organizaciones sindicales, además de 5 académicos de prestigio nacional quienes 

impulsarían el dictamen de propuestas viables para la recuperación del salario mínimo. 

Con este Consejo se esperaba que para mediados de 2016 ya se tuvieran propuestas para el restablecimiento del 

poder adquisitivo del salario mínimo. Sin embargo, este Consejo pasó a ser un “buen deseo” de los legisladores, ya 

que nunca llegaron a reunirse más de tres veces y sin resultado alguno. 
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Finalmente el 1 de enero de 2017 el salario mínimo aumentó de 73 pesos a 80.04, luego de una discusión de tres 

años entre académicos, sector empresarial y el gobierno federal para llevarlo por lo menos a la línea de bienestar 

mínimo (canasta básica alimentaria más no alimentaria). 

No obstante este aumento, la inflación de más de 6 por ciento a julio de 2017
8
 , resultado del aumento en los 

precios de la gasolina a inicios del año y la depreciación del peso se ha comido el ajuste del salario. 

Lo antes expuesto, comprueba la ineficiencia de la Conasami cuya presidencia ha sido ocupada en los últimos 25 

años por Basilio González Núñez quien en diciembre de 2016, obtenía ingresos mensuales por cerca de 173 mil 

pesos, muy por arriba de los 2 mil 412 pesos que gana un trabajador en México. 

Cuando entrevistaron al titular de la Conasami con respecto a su salario declaró: “Nosotros actuamos dentro del 

marco que establece la Ley General del Trabajo”. 

La Conasami acordó por unanimidad otorgar a partir del 1 de enero de 2017 un aumento de siete pesos al salario 

mínimo, y con descaro Basilio González señaló que “la Constitución no manda que el salario mínimo sea 

equiparable con las expectativas del Coneval”, el órgano que mide la pobreza en México. Esto pues, parece una 

burla, porque para fijar los salarios mínimos la Comisión tripartita solo ha requerido el índice de inflación 

programable, y siguen solamente las instrucciones del titular del Ejecutivo. Con esto se comprueba que los 

aproximadamente 60 millones de pesos destinados a este organismo no tienen razón de ser. Por eso, en esta 

iniciativa se plantea la desaparición de la Conasami. 

Las consecuencias de estos salarios tan bajos, han sido el crecimiento del sector informal en más del 50 por ciento 

de la PEA, la pérdida del poder adquisitivo del mismo, la migración forzosa hacia Estados Unidos de América, con 

pérdida de vidas por la política anti migratoria de ese país, el crecimiento de la delincuencia organizada en 

diferentes modalidades, la falta de oportunidades a mejores niveles de vida entre las familias y la más importante: 

el crecimiento de la población en pobreza y pobreza extrema. 

Es por esto, que el Congreso debe generar condiciones para un gran acuerdo nacional político, económico y social, 

con empresarios y trabajadores a fin de crear condiciones que lleven a la recuperación salarial. La labor en estos 

momentos es detener la caída salarial y su estancamiento, comenzando su recuperación de forma gradual pero 

sostenida, garantizando a los trabajadores los derechos adquiridos como lo es el reparto de utilidades justo. Esta es 

una reforma imprescindible, urgente y absolutamente pertinente para establecer nuevas estructuras de igualdad y 

equidad en el país. 

En la presente iniciativa se propone la creación del Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y 

Reparto de Utilidades, como un organismo constitucional autónomo, dotado de autonomía técnica, dedicado de una 

forma profesional a analizar los diversos factores que intervienen en la determinación de un salario constitucional, 

como pueden ser la inflación, el precio de la canasta básica, las líneas de pobreza determinadas por Coneval, la 

productividad, el crecimiento económico, la generación del empleo y cualquier otro factor que incida en el costo de 

la vida para que debe enfrentar el trabajador para acceder a un salario suficiente, de acuerdo a la definición 

constitucional. Dentro de sus funciones también tendrá que fijar el porcentaje adecuado a repartir de las utilidades 

de las empresas, así como revisar las bases normativas para fijar las excepciones de empresas sin obligación de 

repartir utilidades. 

Desde Morena proponemos esta iniciativa constitucional para que pueda haber una verdadera recuperación, estable 

y sostenida del salario mínimo en cuanto a su poder adquisitivo, para así compensar verdaderamente a los 

trabajadores por su fuerza laboral aportada en la productividad, con el reparto de utilidades a que tienen derecho, 

para que sus condiciones laborales sean mucho más dignas y justas. 

http://sil.gobernacion.gob.mx/portal


 

Sistema de Información Legislativa de la Secretaría de Gobernación http://sil.gobernacion.gob.mx/portal 

Iniciar hoy una política salarial que nos ayude a recuperar el poder adquisitivo del salario y mejorar los ingresos de 

los trabajadores especialmente de los que menos ganan, es una deuda que tenemos pendiente con ellos desde hace 

32 años. 

Por lo expuesto, someto a la consideración del pleno la siguiente, iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para la 

creación del Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de Utilidades 

Artículo Único. Se reforma el artículo 123, Apartado A, fracciones VI y IX, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 123. ... 

... 

A. ... 

I. a V. ... 

VI. Los salarios mínimos se fijaran en forma anual y podrán revisarse e incrementarse en cualquier 

momento en el curso de su vigencia con justificación fundamentada y de conformidad con la ley, a 

propuesta del Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de Utilidades, que será un 

organismo público autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, facultado para realizar los 

estudios y diagnósticos en el nivel nacional necesarios para la determinación de los salarios mínimos, así 

como las bases normativas aplicables al reparto de utilidades entre patrones y trabajadores. 

El Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de Utilidades estará integrado por un 

presidente y cuatro consejeros, que serán ciudadanos mexicanos de reconocido prestigio en el sector 

académico y profesional, con experiencia mínima de diez años en materia laboral y que no pertenezcan a 

algún partido político o hayan sido candidatos a ocupar un cargo de elección popular. Serán nombrados 

por dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados a propuesta de los grupos 

parlamentarios. 

El presidente y los consejeros del Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de 

Utilidades desempeñarán su encargo por un período de siete años en forma escalonada y podrán ser 

reelectos por una sola vez. Sólo podrán ser removidos de sus funciones en los términos del Título Cuarto 

de esta Constitución. 

VII. a VIII. ... 

IX. ... 

a) El Instituto Nacional de Salarios Mínimos Productividad y Reparto de Utilidades determinará el 

porcentaje de utilidades que deba repartirse anualmente entre los trabajadores. 

b) El Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de Utilidades practicará las 

investigaciones y realizara los estudios necesarios y apropiados para conocer las condiciones generales 

de la economía nacional. Tomará así mismo en consideración las excepciones de la obligación de 

repartir utilidades a las empresas de nueva creación en un número determinado y limitado de años para 
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fomentar el desarrollo industrial del país, el interés razonable que debe percibir el capital y la necesidad 

de reinversión de capitales. 

c) El Instituto podrá revisar el porcentaje fijado cuando existan nuevos estudios e investigaciones que lo 

justifiquen. 

d) y e)... 

X. a XXXI... 

B... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de Utilidades deberá integrarse 

dentro de los noventa días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. Para dicho efecto, se 

deberán elegir dos consejeros por un período de dos años, dos por un período de tres años y uno por un período de 

cuatro años, que será su presidente. 

Tercero. El Congreso de la Unión deberá expedir en un plazo no mayor a ciento ochenta días a partir de la entrada 

en vigor del presente decreto las reformas que correspondan a los ordenamientos necesarios para la 

implementación del presente Decreto, en materia del Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y 

Reparto de Utilidades. 

Cuarto. El Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de Utilidades contará con un término 

no mayor de noventa días a partir de su integración para expedir las normas administrativas, que sean necesarias 

para su funcionamiento. 

Sexto. En un plazo no mayor a ciento ochenta días, el Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y 

Reparto de Utilidades propondrá al Ejecutivo Federal y al Congreso de la Unión las medidas y recomendaciones 

necesarias para establecer una política de recuperación del poder adquisitivo de los salarios mínimos. 

Séptimo. En tanto no se cree el Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de Utilidades 

establecido en el Artículo 123 constitucional, la Comisión Nacional de Salarios Mínimos continuará ejerciendo sus 

funciones. 

Octavo. Los trabajadores de la Comisión Nacional de Salarios Mínimos pasarán a formar parte del Instituto de 

Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de Utilidades, respetándoles su antigüedad y derechos laborales 

adquiridos. 

Notas 

1 http://www.ilo.org/inform/online-information-resources/research-guides/ minimum-wages/lang—es/index.htm 

2 cam.economia.unam.mx/el-salario-minimo-en-mexico-de-la-pobreza-la-miser ia-perdida-del-78-66-del-poder-adquisitivo-del-salario-reporte-de-inves 
tigacion-117/agosto de 2014. 

3 Población económicamente activa por nivel de ingresos. Inegi primer trimestre de 2014. 
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4 Inegi-ENOE Encuesta del primer trimestre del 2015. 

5 http://mexico.cnn.com/mundo/2013/12/05/mexico-el-unico-de-america-latin a-en-el-que-aumento-la-pobreza-cepal 

6 http://salariominimo.com.mx/salario-minimo-2017/#Que_es_el_Monto_Indepe ndiente_de_Recuperacion_MIR 

7 http://www.grupohl.com.mx/2016/03/18/desindexacion-del-salario-minimo-y-creacion-de-la-unidad-de-medida-y-actualizacion/ 

8 Datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía www.inegi.org.mx consultada el 6/9/2017 1:41 pm. 

Dado en el Palacio Legislativo, el 14 de septiembre de 2017. 

Diputados: Mario Ariel Juárez Rodríguez y Virgilio Dante Caballero Pedraza (rúbricas). 
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